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Cartagena de Indias D. T. y C., 27 de abril de 2026 
 
 
Señor 
JAIME LESS 
Email: jaimless21@gmail.com 
Ciudad  
 
ASUNTO: CONFIRMACIÓN DE RECEPCIÓN DE DERECHO DE PETICIÓN – RAD: 
RE2604240915155604 
 
Cordial saludo, 
 
En mi calidad de Personero Delegado de la Personería Distrital de Cartagena de 
Indias, y en cumplimiento de las funciones constitucionales y legales asignadas al 
Ministerio Público, me permito informarle que fue recibido el derecho de petición 
identificado con radicado RE2604240915155604, denominado “Derecho de petición 
– advertencia por vulneración de derechos fundamentales”. 
 
De conformidad con el contenido de su solicitud, se evidencia que la misma se 
encuentra relacionada con presuntas actuaciones adelantadas por el Consejo 
Comunitario de la Comunidad Negra del Gobierno Rural de Isla Fuerte, las cuales, 
según lo expuesto, podrían estar afectando el ejercicio de derechos fundamentales, 
en particular el acceso a autoridades públicas y el derecho de petición, en el marco 
de situaciones asociadas a posibles afectaciones de carácter ambiental. 
 
En atención a lo anterior, esta Personería Distrital se permite informarle que su 
solicitud será objeto de revisión y análisis, con el fin de determinar las actuaciones a 
que haya lugar dentro del marco de nuestras competencias constitucionales y 
legales. 
 
Así mismo, se le indica que, de ser procedente, se adoptarán las medidas 
correspondientes, tales como el traslado por competencia a la autoridad pertinente 
y/o el ejercicio de funciones de seguimiento y vigilancia preventiva, orientadas a la 
protección de los derechos fundamentales involucrados. 
 
Finalmente, se le informa que la respuesta de fondo a su solicitud será emitida dentro 
de los términos establecidos en la Ley 1755 de 2015. 
 
Sin otro particular, reiteramos nuestro compromiso institucional con la garantía y 
protección de los derechos de los ciudadanos. 

mailto:jaimless21@gmail.com


 
 
 
 

 

 
“Tu opinión es muy importante para nosotros. Queremos saber cómo percibes la 
calidad y transparencia de esta respuesta. Por eso, te invitamos a completar la 
encuesta en el siguiente link:  
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJ 
CaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform “  
 
¡Gracias por ayudarnos a mejorar! 
 
Atentamente,  
 
 

 
 

MARLON YANES CAMARGO 
Personero Delegado para la Protección de las Comunidades y Sujetos de Especial 

Protección Constitucional. 
 
 
 
Proyectó: 
María Claudia Rangel Rivera 
Abogada Contratista 
 
Revisó  
Jadnia Chaljub 
Abogada Contratista 
  



 
 
 
 

 

Cartagena de Indias D. T. y C., 27 de abril de 2026 
 
 
Señores 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
Seccional Cartagena 
 
ASUNTO: TRASLADO POR COMPETENCIA – POSIBLE RELEVANCIA PENAL – RAD: 
RE2604240915155604 
 
Cordial saludo, 
 
En ejercicio de las funciones constitucionales asignadas al Ministerio Público, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 118 y 277 de la Constitución Política, 
me permito dar traslado, por competencia, del derecho de petición identificado 
con radicado RE2604240915155604, presentado por el ciudadano Jaime Less, 
denominado “Derecho de petición – advertencia por vulneración de derechos 
fundamentales”. 
 
De acuerdo con los hechos puestos en conocimiento, el peticionario manifiesta que 
el Consejo Comunitario de la Comunidad Negra del Gobierno Rural de Isla Fuerte le 
ha requerido cesar cualquier tipo de gestión, denuncia o actuación ante 
autoridades estatales, en el marco de actuaciones relacionadas con posibles 
afectaciones ambientales y uso del suelo en dicho territorio. 
 
En este contexto, se advierte que los hechos descritos podrían comportar la eventual 
configuración de conductas orientadas a restringir u obstaculizar el acceso a la 
administración de justicia, así como el ejercicio del derecho fundamental de 
petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin perjuicio de otras 
conductas que pudieran derivarse del análisis integral de la situación fáctica 
expuesta. 
 
Así mismo, se observa que las circunstancias descritas se encuentran asociadas a 
denuncias relacionadas con posibles intervenciones en el territorio, las cuales 
eventualmente podrían involucrar la participación de autoridades administrativas y 
la ejecución de actuaciones con incidencia en recursos públicos. 
 
En mérito de lo expuesto, se remite la presente actuación para que, en el marco de 
sus competencias constitucionales y legales, se evalúe la procedencia de adelantar 
las actuaciones investigativas a que haya lugar y se determinen las 
responsabilidades correspondientes. 



 
 
 
 

 

 
Se solicita respetuosamente informar a esta Personería Distrital sobre las decisiones 
que se adopten, con el fin de ejercer el respectivo seguimiento institucional. 
 
 

 
 

MARLON YANES CAMARGO 
Personero Delegado para la Protección de las Comunidades y Sujetos de Especial 

Protección Constitucional. 
 
 
 
Proyectó: 
María Claudia Rangel Rivera 
Abogada Contratista 
 
Revisó  
Jadnia Chaljub 
Abogada Contratista 
  



 
 
 
 

 

Cartagena de Indias D. T. y C., 27 de abril de 2026 
 
 
Señores 
CONTRALORÍA DISTRITAL DE CARTAGENA 
Email: notificacionesjudiciales@contraloriadecartagena.gov.co - 
contraloria@contraloriadecartagena.gov.co 
 
ASUNTO: TRASLADO POR COMPETENCIA – POSIBLE INCIDENCIA FISCAL – RAD: 
RE2604240915155604. 
 
Cordial saludo, 
 
En ejercicio de las funciones constitucionales y legales asignadas al Ministerio Público, en 
especial aquellas orientadas a la protección del patrimonio público y la vigilancia de la gestión 
fiscal, me permito dar traslado, por competencia, del derecho de petición identificado con 
radicado RE2604240915155604, presentado por el ciudadano Jaime Less. 
 
De conformidad con los hechos expuestos, el peticionario pone en conocimiento situaciones 
relacionadas con posibles intervenciones en el territorio de Isla Fuerte, asociadas al uso del suelo 
y eventuales afectaciones ambientales, las cuales, según lo manifestado, podrían estar 
vinculadas con la ejecución de actividades en las que existiría participación de autoridades 
administrativas. 
 
En este sentido, y teniendo en cuenta la eventual incidencia de tales actuaciones en la gestión 
y destinación de recursos públicos, se advierte la posible configuración de situaciones con 
relevancia fiscal, que ameritan ser evaluadas por esa entidad en el marco de sus competencias 
constitucionales y legales. 
 
En mérito de lo anterior, se remite la presente actuación para que se determine la procedencia 
de adelantar las actuaciones fiscales a que haya lugar, así como la eventual existencia de 
detrimento patrimonial o irregularidades en la gestión fiscal. 
 
Se solicita informar a esta Personería Distrital las decisiones que se adopten, con el fin de realizar 
el correspondiente seguimiento institucional. 

 
 
 

MARLON YANES CAMARGO 
Personero Delegado para la Protección de las Comunidades y Sujetos de Especial 

Protección Constitucional. 
 
Proyectó: 
María Claudia Rangel Rivera 
Abogada Contratista 
 
Revisó  
Jadnia Chaljub 
Abogada Contratista 

https://www.google.com/search?q=notificacionesjudiciales%40contraloriadecartagena.gov.co&oq=corre+de+la+contraloria+de+&gs_lcrp=EgZjaHJvbWUqBwgFECEYoAEyBggAEEUYOTIHCAEQIRigATIHCAIQIRigATIHCAMQIRigATIHCAQQIRigATIHCAUQIRigAdIBCDg1MDNqMGo3qAIAsAIA&sourceid=chrome&ie=UTF-8&mstk=AUtExfAMW1VwzbC1i4Ox-d1j2nNPDxEP2uIoiQErNMOV4AV0XRelcSmYDwPJULPI5irx4-4m_bb-mBF0p153aFUsZBnMTol4zmIEzqXF2hDjt355t-rpaB5QKV4DlHI_bS3EoA2wdaGJZydDsEyR4fkHPXVdWURWZ24fxTcnoUM2X0RB7CI&csui=3&ved=2ahUKEwjzkYuIsI6UAxW-ZjABHXn9EA4QgK4QegQIARAD
https://www.google.com/search?q=contraloria%40contraloriadecartagena.gov.co&oq=corre+de+la+contraloria+de+&gs_lcrp=EgZjaHJvbWUqBwgFECEYoAEyBggAEEUYOTIHCAEQIRigATIHCAIQIRigATIHCAMQIRigATIHCAQQIRigATIHCAUQIRigAdIBCDg1MDNqMGo3qAIAsAIA&sourceid=chrome&ie=UTF-8&mstk=AUtExfAMW1VwzbC1i4Ox-d1j2nNPDxEP2uIoiQErNMOV4AV0XRelcSmYDwPJULPI5irx4-4m_bb-mBF0p153aFUsZBnMTol4zmIEzqXF2hDjt355t-rpaB5QKV4DlHI_bS3EoA2wdaGJZydDsEyR4fkHPXVdWURWZ24fxTcnoUM2X0RB7CI&csui=3&ved=2ahUKEwjzkYuIsI6UAxW-ZjABHXn9EA4QgK4QegQIARAC


 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

  

FECHA: 28 de abril de 2026 HORA: 10:00 A.M. PROXIMA REUNION: 

LUGAR: VIRTUAL 

NOMBRE DE QUIEN DILIGENCIA: LUIS EDUARDO BERMUDEZ VIVANCO 

PROCESO: Personería Delegada Para Asuntos De Comunidad Y Sujetos De Especial Protección 

Constitucional. 

OBJETIVO: Seguimiento a la prestación de los servicios médicos del menor ELIASID JOSUE GOMEZ 

GONZALES  

ACTIVIDAD DEL PLAN DE ACCION #6: Asesoramiento integral en materia de derechos humanos a 

la comunidad y sujetos de especial protección del distrito de Cartagena. 

ASISTENTES: 

NOMBRE CEDULA ENTIDAD CARGO 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 
1.047441.334 PERSONERÍA DISTRITAL Asesora externa 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO 1.047.437.383 PERSONERÍA DISTRITAL Asesor externo 

JADNIA CHALJUB 1.047.477.668 PERSONERÍA DISTRITAL Asesora externa 

CAROLINA GONZALEZ GOMEZ 1.143.354.561 USUARIA  Madre ciudadora 

ORDEN DEL DÍA 

1. Saludo de bienvenida 

2. Explicación de la problemática 

3. Conclusión 

DESARROLLO 

En el marco de las funciones de vigilancia y control asignadas a la Personería Delegada para los Sujetos de 

Especial Protección Constitucional, se procedió a realizar la verificación del estado actual de la ruta de 

atención en salud del menor de referencia. Tras el análisis detallado de la historia clínica y las valoraciones 

técnicas emitidas por los profesionales del área de la salud tratantes, se deja constancia de que existe un 

criterio médico unificado que determina la necesidad imperiosa y la procedencia de la asignación de un 

CUIDADOR PERMANENTE. 

Se fundamenta lo anterior en la condición clínica del menor, la cual exige una asistencia idónea y continua 

para el desarrollo de sus actividades básicas y terapéuticas. La ausencia de este apoyo especializado representa 

un riesgo inminente, toda vez que podría derivar en complicaciones médicas prevenibles o en afectaciones 

graves a su integridad física y emocional, vulnerando su derecho fundamental a la salud en conexidad con la 

vida digna. 

CONCLUSIÓN Y COMPROMISO JURÍDICO: Ante la omisión o falta de gestión efectiva por parte de la 

Entidad Promotora de Salud (EPS) para autorizar dicho servicio de manera administrativa, y en aras de 

salvaguardar el interés superior del menor, esta oficina jurídica concluye que se encuentran reunidos los 



 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

 requisitos de procedibilidad para activar la jurisdicción constitucional. 

En consecuencia, se dispone la estructuración y proyección de una ACCIÓN DE TUTELA, con el fin de 

solicitar por vía judicial el amparo de los derechos fundamentales del menor y obtener la orden perentoria para 

que la EPS asigne de manera inmediata el cuidador permanente bajo las condiciones de idoneidad requeridas 

por su cuadro clínico 

 



 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

  

 

 

Actividad Responsable Fecha 

Estructuración de acción de tutela  PERSONERIA  04/05/2026 

 

Se dio por terminada esta actividad, habiéndose desarrollado los temas contenidos en esta acta y 
comprometiéndose las partes a cumplir con los compromisos adquiridos en la misma. 

 

 

FIRMAS DE LOS ASISTENTES 
 

JADNIA CHALJUB BAQUEDO 

Asesora externa 
 

 

 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 

Asesora externa 
 

 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO 

Asesor externo 



 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

 

ANEXOS: 
 
 



 
 
 
 

 

Cartagena de Indias D. T. y C., 04 de mayo de 2026   
 
 
Señor: 
ALEX JOAN VÁSQUEZ SOLAR 
Barrio Antonio José de Sucre, MZ C LTE 07 
Email: internationalasesorescolombioa@gmail.com  
Cartagena – Bolívar 
 
 
ASUNTO: COMUNICACIÓN DE REMISIÓN POR COMPETENCIA 
  
Cordial saludos,  
 
En atención al derecho de petición por usted presentado, mediante el cual eleva 
diversas solicitudes relacionadas con presuntas irregularidades en el funcionamiento 
de la Junta de Acción Comunal del barrio Antonio José de Sucre, la Personería 
Distrital de Cartagena se permite informarle lo siguiente: 
 
Una vez efectuado el análisis jurídico de su solicitud, se estableció que el 
conocimiento de fondo de los asuntos planteados corresponde a la órbita funcional 
del Instituto Distrital de Acción Comunal de Cartagena (IDACC), en su calidad de 
autoridad competente para ejercer funciones de inspección, vigilancia y control 
sobre los organismos de acción comunal, de conformidad con la normativa vigente. 
 
En consecuencia, y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 21 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), esta 
Personería procedió a remitir íntegramente su petición por competencia a la citada 
entidad, para que adelante el trámite correspondiente y profiera respuesta de 
fondo frente a sus pretensiones. 
 
De igual manera, se dispuso solicitar a dicha entidad que informe a este Ministerio 
Público sobre la respuesta emitida, así como la remisión de copia de la misma, con 
el propósito de ejercer el respectivo seguimiento dentro del marco de nuestras 
funciones constitucionales y legales. 
 
Finalmente, se le indica que será el Instituto Distrital de Acción Comunal de 
Cartagena (IDACC) quien, en adelante, se pronuncie de manera directa y definitiva 
sobre el contenido de su solicitud 
 
Agradecemos la confianza depositada en esta entidad y reiteramos nuestra 

mailto:internationalasesorescolombioa@gmail.com


 
 
 
 

 

disposición de servicio a las comunidades del Distrito.   
 
“Tu opinión es muy importante para nosotros. Queremos saber cómo percibes la 
calidad y transparencia de esta respuesta. Por eso, te invitamos a completar la 
encuesta en el siguiente link: 
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJ
CaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform” 
 
¡Gracias por ayudarnos a mejorar! 
 
 
Atentamente,   
 
  
 

 
SAULO ENRIQUE OSPINO PEREIRA 
Personero Delegado para la Protección de las Comunidades y Sujetos de Especial 
Protección Constitucional. 
 
 
Proyecto: Jadnia Chaljub B 
Reviso: maría claudia Rangel  

https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJCaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJCaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform


 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

  

FECHA: 28 de abril de 2026 HORA: 09:00 A.M. PROXIMA REUNION: 

LUGAR: VIRTUAL 

NOMBRE DE QUIEN DILIGENCIA: LUIS EDUARDO BERMUDEZ VIVANCO 

PROCESO: Personería Delegada Para Asuntos De Comunidad Y Sujetos De Especial Protección 

Constitucional. 

OBJETIVO: Seguimiento a la prestación de los servicios médicos del menor IVAN ANTONIO 

SARMIENTO MORENO  

ACTIVIDAD DEL PLAN DE ACCION #6: Asesoramiento integral en materia de derechos humanos a 

la comunidad y sujetos de especial protección del distrito de Cartagena. 

ASISTENTES: 

NOMBRE CEDULA ENTIDAD CARGO 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 
1.047441.334 PERSONERÍA DISTRITAL Asesora externa 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO 1.047.437.383 PERSONERÍA DISTRITAL Asesor externo 

JADNIA CHALJUB 1.047.477.668 PERSONERÍA DISTRITAL Asesora externa 

YAMILE MORENO BERRIO 1.047.436.617 USUARIA  Madre cuidadora 

ORDEN DEL DÍA 

1. Saludo de bienvenida 

2. Explicación de la problemática 

3. Conclusión 

DESARROLLO 

En ejercicio de las funciones de protección y defensa de los derechos humanos, esta Personería Delegada realizó 

la revisión del estado de atención del menor de referencia. Del análisis de las valoraciones médicas 

especializadas, se establece la necesidad imperiosa de que el paciente sea sometido a una JUNTA DE 

SEDESTACIÓN. Este procedimiento es de carácter crítico y vinculante, toda vez que permitirá definir los 

criterios técnicos e idóneos para su movilidad y postura, impactando directamente en su calidad de vida y 

previniendo deformidades o afecciones secundarias. 

No obstante, se observa que a la fecha el servicio no ha sido garantizado de manera efectiva. Ante esta situación, 

se identifica una posible falta de red de servicios o infraestructura idónea por parte de la Entidad Promotora de 

Salud (EPS), lo cual constituye una barrera de acceso que vulnera el principio de integralidad en salud. 

COMPROMISOS Y RUTA JURÍDICA: Con el fin de obtener los elementos probatorios y técnicos necesarios 

para la defensa del menor, se determinan las siguientes actuaciones: 
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FORMATO DE ACTAS 
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 1. Requerimiento Administrativo: Se recomienda la radicación inmediata de una petición oficial ante la 

EPS, con el fin de que esta rinda un informe técnico y detallado donde justifique la ausencia de 

disposición de infraestructura y la falta de contratación con una Institución Prestadora de Salud (IPS) 

idónea en el territorio nacional para la realización de la mencionada junta. 

 

2. Valoración de Pertinencia: Una vez se obtenga la respuesta por parte de la entidad, esta delegada 

procederá a analizar el mérito de las justificaciones brindadas. 

 

 

3. Acciones Judiciales: En el evento de persistir la omisión o de recibirse una respuesta que no garantice 

la atención oportuna, se procederá de manera perentoria a la estructuración de las acciones 

constitucionales correspondientes (Acción de Tutela), en procura de que un juez de la República 

ordene la protección inmediata del derecho a la salud y la realización del procedimiento requerido. 

 



 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

  

 

 

Actividad Responsable Fecha 

Estructuración de petición formal  Madre cuidadora  04/05/2026 

 

Se dio por terminada esta actividad, habiéndose desarrollado los temas contenidos en esta acta y 
comprometiéndose las partes a cumplir con los compromisos adquiridos en la misma. 

 

 

FIRMAS DE LOS ASISTENTES 
 

JADNIA CHALJUB BAQUEDO 

Asesora externa 
 

 

 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 

Asesora externa 
 

 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO 

Asesor externo 



 

 

 PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 
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ANEXOS: 
 
 



SEÑOR JUEZ CONSTITUCIONAL DE TUTELA 

(REPARTO) 
E. S. D. 

ACCIÓN DE TUTELA PARA LA PROTECCIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
ACCIONANTE: SULY GARZÓN GARZÓN 
ACCIONADO: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC 
 

SULY GARZÓN, mayor de edad, identificada con ce dula de ciudadaní a No. 20.573.097, actuando en 
nombre propio, respetuosamente interpongo ACCIO N DE TUTELA contra el INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC, por la vulneracio n y amenaza actual de mis derechos 
fundamentales a la dignidad humana, integridad personal, salud mental, vida en condiciones dignas, 
igualdad, trabajo en condiciones dignas y seguras, derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y 
proteccio n reforzada como ví ctima del conflicto armado, con fundamento en los siguientes: 

 

I. MEDIDA PROVISIONAL URGENTE 

Con fundamento en el artí culo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito al despacho que, como medida 
provisional y mientras se decide de fondo esta accio n constitucional, ordene al INPEC: 

1. Adoptar inmediatamente medidas administrativas y laborales para impedir cualquier contacto 
funcional, laboral, presencial o jera rquico entre la suscrita y el funcionario Guardias Ramos 
Herlí n. 

2. Disponer una medida transitoria de proteccio n consistente en traslado provisional, reubicacio n 
temporal, comisio n de servicios o medida equivalente que elimine el riesgo actual de 
revictimizacio n y proteja mi salud mental e integridad. 

3. Ordenar valoracio n urgente de riesgo psicosocial y ocupacional. 
4. Abstenerse de ejercer represalias laborales o administrativas derivadas de las denuncias y 

actuaciones institucionales adelantadas. 

La urgencia de la medida se fundamenta en: 

• la existencia de denuncia penal, 

• afectacio n psiquia trica acreditada, 

• incapacidad me dica por trastorno de estre s postrauma tico, 

• temor persistente, 

• y riesgo de revictimizacio n documentado. 

II. COMPETENCIA 

Es usted competente para conocer de la presente accio n de tutela conforme a los artí culos 86 de la 
Constitucio n Polí tica y 37 del Decreto 2591 de 1991, por tratarse de una accio n promovida contra una 
autoridad pu blica del orden nacional por la presunta vulneracio n de derechos fundamentales. 

 

III. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 

Por activa 

Me encuentro legitimada para promover la presente accio n por actuar en nombre propio como titular de 
los derechos fundamentales vulnerados. 



Por pasiva 

El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC se encuentra legitimado por pasiva al ser la 
entidad responsable de mi vinculacio n laboral y la autoridad encargada de garantizar condiciones 
laborales dignas, seguras y libres de violencia, así  como de adoptar medidas efectivas frente a riesgos 
psicosociales y situaciones que comprometan la integridad y salud mental de sus servidores pu blicos. 

IV. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

La presente accio n resulta procedente porque no busca controvertir una decisio n administrativa 
ordinaria ni sustituir mecanismos propios de administracio n de personal. 

El objeto constitucional de esta accio n consiste en obtener proteccio n inmediata frente a una omisio n 
institucional persistente del INPEC, pese a conocer: 

• una situacio n de violencia psicolo gica laboral, 

• amenazas, 

• afectacio n grave a mi salud mental, 

• y riesgo de revictimizacio n. 

La Corte Constitucional ha reconocido que la tutela procede excepcionalmente frente a decisiones 
relacionadas con traslados laborales cuando la permanencia en determinado entorno compromete 
derechos fundamentales como la salud, la integridad personal o la dignidad humana. 

En el presente asunto: 

• existe afectacio n psiquia trica acreditada, 

• incapacidad me dica, 

• denuncia penal, 

• queja formal ante Comite  de Convivencia, 

• solicitudes reiteradas de traslado, 

• e intervencio n de Personerí a Distrital. 

Por ello, la accio n constitucional resulta necesaria para evitar la prolongacio n del dan o psicolo gico y la 
permanencia en un escenario generador de riesgo. 

 

V. HECHOS 
 

1. Me encuentro vinculada al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, desempen ando 
funciones como trabajadora social adscrita al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta 
y Mediana Seguridad de Valledupar – CPAMSVAL, ví nculo acreditado mediante resolucio n de 
nombramiento expedida por la entidad accionada. 

2. Desde el inicio de mi permanencia en el establecimiento penitenciario de Valledupar he debido 
afrontar condiciones personales de vulnerabilidad derivadas de mi condicio n de mujer ví ctima 
del conflicto armado, situacio n reconocida oficialmente mediante inscripcio n en el Registro 
U nico de Ví ctimas por desplazamiento forzado. 

3. Como consecuencia de dicha situacio n de vulnerabilidad, y teniendo en cuenta que resido sola 
en la ciudad de Valledupar sin una red familiar o emocional de apoyo cercana, desde el an o 2025 
eleve  solicitudes formales de traslado ante el INPEC, poniendo en conocimiento de la 
administracio n penitenciaria mi necesidad de reubicacio n institucional por razones personales, 
familiares, emocionales y de seguridad. 



4. El 30 de enero de 2026 presente  nueva solicitud de traslado ante el INPEC, exponiendo de 
manera expresa mi condicio n de ví ctima del conflicto armado, las dificultades emocionales y de 
vulnerabilidad derivadas de mi permanencia en Valledupar y la necesidad de ser reubicada en 
un establecimiento cercano a mi nu cleo familiar y red de apoyo. 

5. En dicha solicitud advertí  a la entidad accionada que mi permanencia en la ciudad de Valledupar 
generaba afectaciones relevantes a mi estabilidad emocional y bienestar integral, circunstancia 
que fue formalmente puesta en conocimiento del INPEC con antelacio n a los hechos posteriores 
objeto de esta accio n constitucional. 

6. El dí a 20 de abril de 2026, mientras me encontraba desarrollando mis funciones laborales dentro 
de las instalaciones del establecimiento penitenciario, se presento  un episodio de agresividad e 
intimidacio n protagonizado por el funcionario Guardias Ramos Herlí n, quien ingreso  de manera 
alterada al a rea de trabajo, golpeo  violentamente la puerta de la oficina y profirio  expresiones 
agresivas, intimidantes y verbalmente violentas en presencia de otros funcionarios y 
practicantes. 

7. Segu n el informe institucional de los hechos, la conducta desplegada por el referido funcionario 
genero  perturbacio n grave del ambiente laboral, alteracio n emocional en quienes se 
encontraban presentes y afectacio n psicolo gica directa en mi contra, situacio n que obligo  a 
reportar institucionalmente lo ocurrido. 

8. Los hechos descritos no constituyeron un evento aislado ni una diferencia interpersonal 
ordinaria dentro del entorno laboral, sino una situacio n de intimidacio n y violencia psicolo gica 
que produjo en mi persona miedo, angustia, ansiedad y sensacio n de inseguridad, afectando 
significativamente mi estabilidad emocional y desempen o laboral. 

9. El 21 de abril de 2026 presente  queja formal ante el Comite  de Convivencia Laboral del INPEC 
por presuntas conductas constitutivas de acoso laboral y violencia psicolo gica, identificando 
expresamente al funcionario Guardias Ramos Herlí n como presunto responsable de los hechos 
denunciados. 

10. En dicha queja puse en conocimiento del Comite  de Convivencia Laboral conductas asociadas a 
intimidacio n, humillacio n, agresividad verbal, hostigamiento y afectacio n emocional, 
relacionando adema s mu ltiples funcionarios y testigos que tuvieron conocimiento directo de los 
hechos ocurridos. 

11. El 22 de abril de 2026 se llevo  a cabo reunio n formal del Comite  de Convivencia Laboral del 
CPAMS Valledupar, diligencia en la cual expuse nuevamente la gravedad de los hechos ocurridos, 
manifestando expresamente el temor que me generaba la situacio n, la afectacio n emocional 
derivada de los acontecimientos y mi negativa a sostener escenarios conciliatorios con el 
funcionario involucrado debido al impacto psicolo gico que los hechos habí an producido en mi 
persona. 

12. Durante dicha actuacio n institucional manifeste  igualmente mi decisio n de acudir a la Fiscalí a 
General de la Nacio n ante la gravedad de los hechos y la percepcio n de riesgo e intimidacio n 
generada a partir de las conductas denunciadas. 

13. El propio Comite  de Convivencia Laboral dejo  constancia de la inexistencia de a nimo 
conciliatorio y sugirio  institucionalmente la posibilidad de elevar solicitud de traslado, 
reconociendo implí citamente la gravedad del deterioro de las condiciones laborales y 
emocionales derivadas de los hechos denunciados. 

14. Con posterioridad inmediata a los hechos ocurridos, comence  a presentar sí ntomas severos de 
ansiedad, miedo, alteracio n emocional, angustia, insomnio, llanto recurrente y temor persistente 
por mi seguridad e integridad, razo n por la cual el 22 de abril de 2026 acudí  a valoracio n me dica 
y psiquia trica en la Clí nica Valledupar. 

15. La historia clí nica y valoracio n psiquia trica registraron expresamente que el motivo 
desencadenante de la afectacio n emocional correspondí a a una agresio n verbal ocurrida en mi 
entorno laboral, asociando los sí ntomas presentados a los hechos de intimidacio n y violencia 
psicolo gica previamente denunciados. 

16. Dentro de la valoracio n clí nica realizada se documentaron diagno sticos compatibles con: 

• trastorno de estre s postrauma tico, 

• sí ndrome de maltrato, 



• trastorno mixto de ansiedad y depresio n, 

• alteracio n emocional severa, 

• y afectacio n psicolo gica derivada del contexto laboral denunciado. 

17. La historia clí nica igualmente dejo  constancia de mi manifestacio n relacionada con temor 
persistente, sensacio n de inseguridad y miedo frente a mi integridad personal, circunstancias 
que evidencian el impacto psicoemocional real y concreto derivado de los hechos denunciados. 

18. Como consecuencia directa de la afectacio n psicolo gica acreditada clí nicamente, el 23 de abril de 
2026 me fue expedida incapacidad me dica por quince (15) dí as, establecie ndose como 
diagno stico principal trastorno de estre s postrauma tico. 

19. Ante la gravedad de los hechos y la persistencia del temor y afectacio n emocional, el 27 de abril 
de 2026 interpuse denuncia formal ante la Fiscalí a General de la Nacio n por amenazas, violencia 
psicolo gica, violencia basada en ge nero y afectaciones derivadas del entorno laboral. 

20. En dicha denuncia relate  detalladamente los actos de intimidacio n, agresividad verbal, 
expresiones amenazantes y conductas que generaron temor real por mi integridad y estabilidad 
emocional, poniendo en conocimiento de la autoridad penal la existencia de un contexto de 
violencia psicolo gica dentro del entorno laboral. 

21. El 28 de abril de 2026 presente  nueva solicitud formal de traslado ante el INPEC, insistiendo en 
la necesidad urgente de adoptar medidas institucionales de proteccio n frente al deterioro de mi 
salud mental y el riesgo de revictimizacio n derivado de mi permanencia en el mismo entorno 
laboral. 

22. La situacio n fue igualmente puesta en conocimiento de la Personerí a Distrital de Valledupar y 
posteriormente de la Personerí a Distrital de Cartagena, entidades ante las cuales se allegaron 
soportes relacionados con: 

• historia clí nica, 

• incapacidad me dica, 

• denuncia penal, 

• informe de los hechos, 

• y actuaciones adelantadas ante Comite  de Convivencia Laboral. 

23. El 5 de mayo de 2026 la Personerí a Distrital de Cartagena emitio  actuacio n institucional en la 
cual reconocio  expresamente que la situacio n puesta en conocimiento se encontraba asociada a 
violencia de ge nero, amenazas, agresiones verbales y afectacio n a mi dignidad humana, 
integridad personal, estabilidad laboral y salud emocional. 

24. En dicha actuacio n la Personerí a Distrital advirtio  que mi situacio n requerí a intervencio n 
inmediata y coordinada de las instituciones del Estado, solicitando: 

• activacio n de medidas de proteccio n, 

• prevencio n de revictimizacio n, 

• acompan amiento integral, 

• proteccio n institucional, 

• y actuaciones urgentes frente al riesgo advertido. 

25. Pese a la gravedad de los hechos denunciados, a la existencia de afectacio n psiquia trica 
acreditada, a la incapacidad me dica expedida, a las solicitudes reiteradas de traslado y a las 
actuaciones adelantadas por organismos institucionales y de control, el INPEC no ha adoptado 
hasta la fecha una medida efectiva, material y suficiente encaminada a proteger integralmente 
mis derechos fundamentales. 



26. La ausencia de una medida real de proteccio n ha implicado que continu e expuesta a un escenario 
asociado al deterioro de mi salud mental y al riesgo de revictimizacio n, situacio n que mantiene 
vigente la amenaza contra mi integridad emocional, dignidad humana y estabilidad psicolo gica. 

27. La omisio n institucional del INPEC no puede analizarse como una simple demora administrativa, 
pues la entidad accionada conoce formalmente: 

• la existencia de un contexto de violencia psicolo gica, 

• la afectacio n clí nica derivada de dicho contexto, 

• el riesgo emocional persistente, 

• y la necesidad urgente de proteccio n institucional. 

28. En consecuencia, acudo ante el juez constitucional debido a que la permanencia en el actual 
entorno laboral, sin medidas efectivas de proteccio n, continu a comprometiendo gravemente mis 
derechos fundamentales a la dignidad humana, integridad personal, salud mental, trabajo en 
condiciones dignas y derecho a vivir libre de violencia. 
 

VI. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DE LA VULNERACIÓN Y NECESIDAD DE PROTECCIÓN 
INMEDIATA 

La presente accio n de tutela no se sustenta en una inconformidad administrativa frente a una decisio n 
discrecional de traslado. Su fundamento constitucional radica en que el INPEC, pese a conocer 
formalmente una situacio n de violencia psicolo gica laboral, afectacio n grave a la salud mental y riesgo de 
revictimizacio n, omitio  adoptar medidas efectivas, oportunas y suficientes para proteger mis derechos 
fundamentales. 

La vulneracio n constitucional no surge u nicamente de los hechos inicialmente denunciados. Surge, 
principalmente, de la respuesta insuficiente de la entidad frente a un escenario que ya habí a sido 
advertido mediante: 

• solicitudes reiteradas de traslado,  

• queja formal ante Comite  de Convivencia Laboral,  

• denuncia penal ante Fiscalí a,  

• historia clí nica psiquia trica,  

• incapacidad me dica,  

• e intervencio n de Personerí a.  

En consecuencia, la discusio n constitucional no puede limitarse a determinar si existe o no disponibilidad 
administrativa para un traslado. El verdadero problema jurí dico consiste en establecer si una entidad 
pu blica puede mantener a una funcionaria en un entorno laboral asociado a un riesgo psicoemocional 
acreditado, pese a conocer que dicho escenario ha comprometido su salud mental, integridad y 
estabilidad emocional. 

1. Omisión institucional y deber de protección 

Los artí culos 1 y 2 de la Constitucio n Polí tica imponen a las autoridades pu blicas el deber de garantizar 
la efectividad real de los derechos fundamentales y proteger a las personas en su vida, integridad y 
dignidad. 

En este caso, el INPEC tuvo conocimiento directo de: 

• las solicitudes de traslado,  



• mi condicio n de ví ctima del conflicto armado,  

• la denuncia por violencia psicolo gica,  

• la afectacio n psiquia trica acreditada,  

• y la necesidad urgente de proteccio n.  

Sin embargo, no adopto  una medida material suficiente para neutralizar el riesgo. 

La omisio n institucional no puede justificarse en tra mites internos prolongados o en la discrecionalidad 
administrativa, porque el riesgo para mis derechos fundamentales ya se encuentra acreditado. 

 

2. Violencia basada en género y debida diligencia reforzada 

Mi caso debe analizarse bajo enfoque de ge nero. 

La Corte Constitucional ha sostenido que la violencia contra la mujer comprende no solo agresiones 
fí sicas, sino tambie n violencia psicolo gica, intimidacio n, humillacio n y conductas que generen miedo o 
afectacio n emocional. 

Los hechos denunciados produjeron: 

• temor,  

• ansiedad,  

• estre s postrauma tico,  

• miedo persistente,  

• y afectacio n emocional severa.  

La propia Personerí a Distrital reconocio  que la situacio n corresponde a un contexto de violencia de 
ge nero y amenazas.  

Por ello, el INPEC tení a el deber de actuar con debida diligencia reforzada, evitando: 

• revictimizacio n,  

• exposicio n continua al riesgo,  

• y prolongacio n del dan o psicolo gico.  

La ausencia de medidas efectivas configura una forma de violencia institucional. 

3. Salud mental y entorno laboral 

La salud mental constituye un derecho fundamental auto nomo. 

En el presente asunto existe conexidad directa entre: 

• el entorno laboral,  

• los hechos denunciados,  

• y la afectacio n psicolo gica acreditada.  

La historia clí nica y la valoracio n psiquia trica documentan: 

• ansiedad,  



• trastorno de estre s postrauma tico,  

• sí ndrome de maltrato,  

• trastorno mixto de ansiedad y depresio n,  

• miedo,  

• angustia,  

• y alteraciones emocionales persistentes.  

La incapacidad me dica ratifica el impacto clí nico de los hechos denunciados.  

Por tanto, el INPEC no podí a limitarse a recibir documentos o realizar actuaciones formales. Tení a la 
obligacio n constitucional de adoptar medidas efectivas para prevenir la continuidad del dan o. 

4. El traslado como medida constitucional de protección 

El traslado solicitado no constituye una simple expectativa administrativa ni una pretensio n basada en 
comodidad personal. 

Se trata de una medida urgente de proteccio n constitucional encaminada a: 

• salvaguardar mi salud mental,  

• evitar revictimizacio n,  

• garantizar mi integridad emocional,  

• y restablecer condiciones mí nimas de seguridad y estabilidad.  

La jurisprudencia constitucional ha reconocido que la discrecionalidad administrativa en materia de 
traslados encuentra lí mites cuando la permanencia en determinado entorno compromete derechos 
fundamentales. 

Por ello, el ana lisis del caso debe efectuarse desde la o ptica de proteccio n inmediata y no desde criterios 
ordinarios de disponibilidad administrativa. 

5. Protección reforzada como víctima del conflicto armado 

Acredito condicio n de ví ctima del conflicto armado por desplazamiento forzado.  

Esta circunstancia exige una proteccio n reforzada por parte del Estado. 

La Corte Constitucional ha sen alado que las ví ctimas del conflicto armado son sujetos de especial 
proteccio n constitucional y que las autoridades deben adoptar medidas diferenciales cuando exista 
riesgo de profundizacio n de escenarios de vulnerabilidad emocional o psicolo gica. 

La permanencia en un entorno asociado a miedo, intimidacio n y afectacio n emocional resulta 
especialmente grave trata ndose de una persona reconocida como ví ctima. 

6. Revictimización institucional 

Pese a: 

• la denuncia penal,  

• la afectacio n psiquia trica,  

• la incapacidad me dica,  

• las solicitudes de traslado,  



• y la intervencio n de Personerí a,  

continu o sin una medida efectiva de proteccio n. 

La revictimizacio n institucional ocurre cuando las autoridades mantienen a una persona expuesta al 
mismo escenario que genero  el dan o, pese a conocer el riesgo existente. 

VII. PRETENSIONES 
 

1. Amparar mis derechos fundamentales a la dignidad humana, integridad personal, salud mental, 
igualdad, trabajo en condiciones dignas y seguras, vida libre de violencia y proteccio n reforzada 
como ví ctima del conflicto armado. 

2. Ordenar al INPEC adoptar una medida efectiva de proteccio n consistente en mi traslado 
provisional o definitivo a un establecimiento distinto al CPAMS Valledupar. 

3. Ordenar que dicho traslado sea analizado desde un enfoque constitucional de proteccio n y no 
como una simple solicitud administrativa ordinaria. 

4. Ordenar medidas inmediatas para impedir cualquier contacto laboral o funcional con el 
funcionario denunciado. 

5. Ordenar valoracio n integral de riesgo psicosocial y acompan amiento psicolo gico. 
6. Ordenar al INPEC abstenerse de adoptar represalias laborales o administrativas derivadas de las 

actuaciones adelantadas. 

VIII. PRUEBAS 

1. Solicitudes de traslado. 
2. Queja ante Comite  de Convivencia Laboral. 
3. Acta de Comite  de Convivencia. 
4. Denuncia ante Fiscalí a. 
5. Historia clí nica psiquia trica. 
6. Incapacidad me dica. 
7. Informe de los hechos. 
8. Certificacio n de ví ctima del conflicto armado. 
9. Actuacio n de Personerí a Distrital de Cartagena. 

 
VIII. JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he presentado otra accio n de tutela por los mismos 
hechos y derechos aquí  invocados. 

IX. NOTIFICACIONES 

ACCIONANTE 

SULY GARZO N GARZO N 
C.C. No. 20.573.097 
Correo electro nico:  

 

ACCIONADO 

INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC 

 

 



https://v3.camscanner.com/user/download
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FECHA: 10 de mayo de 2026 HORA: 9:00 am  PROXIMA REUNION: 

LUGAR: virtual/entrega digital 

NOMBRE DE QUIEN DILIGENCIA: MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 

PROCESO: SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCION COSTITUCIONAL  

OBJETIVO: Realizar análisis jurídico, constitucional y probatorio del caso expuesto por la señora SULY GARZÓN GARZÓN, 
relacionado con presuntas situaciones de violencia psicológica laboral, violencia basada en género, afectación grave a la salud 
mental y presunta vulneración de derechos fundamentales dentro de su entorno laboral en el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario – INPEC, con el fin de determinar rutas institucionales de protección, procedencia de acción constitucional y medidas 
de acompañamiento preventivo por parte de la Personería Distrital de Cartagena. 

ACTIVIDAD DEL PLAN DE ACCION #3: Asesoramiento integral en materia de derechos humanos a la comunidad y sujetos de 

especial protección del distrito de Cartagena.| 

ASISTENTES: 

NOMBRE CEDULA ENTIDAD CARGO 

JADNIA CHALJUB 1.047.477.668 PERSONERIA CONTRATISTA 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 1.047441.334 PERSONERIA CONTRATISTA 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO  1.047.437.383 PERSONERIA CONTRATISTA 

    

    

ORDEN DEL DÍA 

1.  Revisión documental del expediente allegado por la usuaria.  

2.   Análisis jurídico y constitucional del caso.  

3.  Verificación de actuaciones administrativas y judiciales adelantadas.  

4.  Evaluación de posibles vulneraciones a derechos fundamentales.   

5.  Determinación de ruta institucional y mecanismo constitucional procedente. 

DESARROLLO 

En cumplimiento de las funciones preventivas y de acompañamiento institucional de la Personería Distrital de Cartagena, el equipo 

jurídico adscrito al proceso de Sujetos de Especial Protección Constitucional realizó revisión integral del expediente allegado por la 

señora SULY GARZÓN, relacionado con presuntas situaciones de violencia psicológica laboral y afectación grave a derechos 

fundamentales dentro del entorno laboral del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC.  

 

Durante el análisis efectuado se verificó que la usuaria elevó solicitudes reiteradas de traslado ante el INPEC desde el año 2025, 

exponiendo inicialmente razones asociadas a vulnerabilidad personal, entorno familiar y necesidad de reubicación institucional, 

advirtiendo además su condición de víctima del conflicto armado y las afectaciones emocionales derivadas de su permanencia en 

la ciudad de Valledupar.  
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 Igualmente, se evidenció que el día 20 de abril de 2026 se presentó un episodio de agresividad e intimidación dentro del 

establecimiento penitenciario presuntamente protagonizado por un funcionario adscrito al INPEC, situación que, según los 

documentos allegados, generó alteración del ambiente laboral y afectación emocional directa a la usuaria.  

Posteriormente, se constató la presentación de: 

• queja formal ante Comité de Convivencia Laboral;  

• denuncia penal ante Fiscalía General de la Nación;  

• solicitudes adicionales de traslado;  

• valoración médica y psiquiátrica;  

• e incapacidad médica por trastorno de estrés postraumático.  

Del análisis del expediente clínico aportado se evidenciaron diagnósticos asociados a: 

• trastorno de estrés postraumático;  

• trastorno mixto de ansiedad y depresión;  

• síndrome de maltrato;  

• ansiedad;  

• miedo persistente;  

• y alteración emocional derivada del entorno laboral denunciado.  

 

Así mismo, se observó que la usuaria manifestó temor por su integridad personal y percepción constante de inseguridad, situación 

que permitió advertir una posible afectación actual y grave a sus derechos fundamentales a la salud mental, integridad personal, 

dignidad humana y trabajo en condiciones dignas y seguras.  

Dentro del análisis constitucional realizado se concluyó preliminarmente que el caso no podía abordarse exclusivamente desde una 

perspectiva administrativa relacionada con solicitudes ordinarias de traslado, toda vez que los elementos probatorios allegados 

evidencian: 

• presunta violencia psicológica laboral;  

• afectación clínica acreditada;  

• riesgo de revictimización;  

• y omisión institucional frente a medidas efectivas de protección.  

Se advirtió igualmente que la situación debía analizarse con: 

• enfoque diferencial de género;  

• enfoque psicosocial;  

• y protección reforzada derivada de la condición de víctima del conflicto armado de la usuaria.  

 

En desarrollo del análisis efectuado se verificó además que la usuaria había activado previamente múltiples rutas institucionales, 

entre ellas: 

1. Comité de Convivencia Laboral.  

2. Fiscalía General de la Nación.  

3. Solicitudes administrativas ante el INPEC.  
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 4. Atención médica y psiquiátrica.  

5. Solicitud de acompañamiento ante Personería.  

 

No obstante, pese a la existencia de actuaciones institucionales previas y soportes clínicos relevantes, no se evidenció dentro del 

expediente la adopción de una medida material, inmediata y suficiente encaminada a neutralizar el riesgo emocional y psicosocial 

advertido. 

 

Con fundamento en lo anterior, el equipo jurídico consideró procedente orientar y acompañar a la usuaria en la estructuración de 

acción constitucional de tutela, al advertirse una posible vulneración actual y continuada de derechos fundamentales derivada de: 

• la permanencia en el entorno asociado a la afectación;  

• la ausencia de medidas efectivas de protección;  

• y el riesgo de continuidad del daño psicoemocional.  

 

Se dejó constancia de que la acción constitucional debía estructurarse desde un enfoque de protección inmediata de derechos 

fundamentales y no desde una simple expectativa administrativa de traslado, enfatizando: 

• la conexidad entre entorno laboral y afectación en salud mental;  

• el deber de debida diligencia reforzada;  

• la prevención de revictimización institucional;  

• y la necesidad de medidas urgentes de protección constitucional.  

 

Finalmente, se acordó continuar acompañamiento preventivo e institucional frente a la evolución del caso y realizar seguimiento a 

las actuaciones judiciales y administrativas que llegaren a adelantarse. 

 

 

 

 

 

 

 

 

COMPROMISOS 

Actividad Responsable Fecha 

ACTIVIDAD  

- Consolidar análisis jurídico del expediente  

- Estructurar acción constitucional de tutela  Cumplido 
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Se dio por terminada esta actividad, habiéndose desarrollado los temas contenidos en esta acta y comprometiéndose las partes a 

cumplir con los compromisos adquiridos en la misma. 

 

 

FIRMAS DE LOS ASISTENTES 

                                                                                                                                                              

            NOMBRE: JADNIA CHALJUB   

            CARGO: CONTRATISTA 

 

  

            NOMBRE: MARIA CLAUDIA RANGEL   

            CARGO: CONTRATISTA 

 

 

             

 

 

 

             

            CARGO: CONTRATISTA

- Radicar acción constitucional ante autoridad 

competente 
 

- Remitir soporte de radicación para seguimiento 

institucional 
 Posterior a radicación 

- Realizar seguimiento preventivo al caso   

 

    

 

 

NOMBRE: LUIS E. BERMÚDEZ VIVANCO  
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Cartagena de Indias D. T. y C., 13 de mayo de 2026   
 
 
Señor 
ALFONSO AMARIS 
Email: alfoamaris12@gmail.com 
Ciudad 
 
ASUNTO: RESPUESTA A SOLICITUD – REMISIÓN POR COMPETENCIA. 
 
Cordial saludo, 
 
En atención al escrito presentado ante esta Personería Distrital, mediante el cual 
usted y otros residentes de la urbanización Alameda La Victoria solicitan intervención 
y celeridad dentro del proceso disciplinario adelantado contra miembros de la Junta 
de Acción Comunal de dicho sector, nos permitimos informarle que, una vez 
revisado el contenido de la petición y las competencias legales de esta entidad, se 
procedió a remitir la solicitud y sus anexos a la entidad competente para el trámite 
correspondiente. 
 
La remisión se efectuó con el fin de que se adelanten las actuaciones administrativas 
pertinentes frente a los hechos expuestos relacionados con el proceso disciplinario 
identificado inicialmente con Radicado No. EXT-AMC-23-075108 de 21 de junio de 
2023. 
 
Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, 
referente a la remisión por competencia cuando una autoridad no es competente 
para resolver de fondo la solicitud presentada. 
 
En consecuencia, será la entidad receptora quien deberá pronunciarse respecto de 
los hechos y solicitudes planteadas en su escrito. 
 
De igual forma, esta Personería mantendrá seguimiento institucional al trámite 
impartido, en lo que resulte procedente, velando por la protección de los derechos 
colectivos e intereses de la comunidad.   
 
Agradecemos la confianza depositada en esta entidad y reiteramos nuestra 
disposición de servicio a las comunidades del Distrito.   
 
 
“Tu opinión es muy importante para nosotros. Queremos saber cómo percibes la 



 
 
 
 

 

calidad y transparencia de esta respuesta. Por eso, te invitamos a completar la 
encuesta en el siguiente link: 
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJ
CaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform” 
 
¡Gracias por ayudarnos a mejorar! 
 
 
Atentamente,   
 
  
 

 
SAULO ENRIQUE OSPINO PEREIRA 
Personero Delegado para la Protección de las Comunidades y Sujetos de Especial 
Protección Constitucional. 
 
 
Proyecto: Jadnia Chaljub B 
Reviso: Maria Claudia Rangel  

https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJCaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLScoImTGBWHg64WoAz2QZAuwFWFmJCaCc8Xod2it5alAqMgnSw/viewform


 

 

PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA Código: GQ-F-020 

 

FORMATO DE ACTAS 
Fecha de 
aprobación (d-m-a): 

04/09/2020 

 

FECHA: 14 de mayo 2026 HORA: 9:00 am PROXIMA REUNION: 

LUGAR: virtual/entrega digital 

NOMBRE DE QUIEN DILIGENCIA: LUIS EDUARDO BERMUDEZ VIVANCO 

PROCESO: SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCION COSTITUCIONAL 

OBJETIVO: Brindar acompañamiento jurídico a la señora Leidy Karina Peñaranda frente a la 
intervención que realizara en la mesa técnica convocada por la senadora CHA DORINA HERNANDEZ, 
bajo la referencia: Análisis de la situación del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (I.C.B.F.). respecto de la contratación para menores con 
Discapacidad 
ACTIVIDAD DEL PLAN DE ACCION #3: Asesoramiento integral en materia de derechos humanos a la comunidad 

y sujetos de especial protección del distrito de Cartagena. 

ASISTENTES: 

NOMBRE CEDULA ENTIDAD CARGO 

JADNIA CHALJUB 1.047.477.668 PERSONERIA CONTRATISTA 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 1.047441.334 PERSONERIA CONTRATISTA 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO 1.047.437.383 PERSONERIA CONTRATISTA 

    

    

ORDEN DEL DÍA 

1. Saludo de bienvenida 

2. Explicación por parte del personero delegado marlon yanez Camargo al respecto de los cuestionarios 
formulados a fin de que pueda realizar una intervención eficaz en la mesa técnica 

3. Resumen puntal de todas las actuaciones adelantadas por la delegada en favor de los niños 
pertenecientes aluna y otras asociaciones 

4. Fin de la intervención 

DESARROLLO 

 

En el marco de esta Mesa Técnica, convocada en atención a las reiteradas inquietudes de las madres de 

familia frente a la ausencia de contratación en los "Centros de apoyo a la inclusión", la Personería 

Distrital de Cartagena de Indias, a través de su Delegada de Sujetos de Especial Protección 

Constitucional, deja constancia de su profunda preocupación por las posibles vulneraciones a los derechos 

fundamentales de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 

 

En ejercicio de nuestras funciones de guarda y promoción de los derechos humanos, solicitamos que 

quede plasmado en la presente acta el siguiente cuestionario y requerimiento formal dirigido a las 



 

entidades del orden nacional aquí presentes, exigiendo respuestas de fondo, concretas y verificables: 

 

I. Requerimientos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 

 

Frente a la inminente amenaza de suspensión del servicio en los puntos fijos de atención, esta agencia del 

Ministerio Público requiere que el ICBF responda: 

 

• ¿Qué medidas administrativas y contractuales ha adoptado el ICBF para garantizar que la atención 

de niños, niñas y adolescentes con discapacidad no se interrumpa después del 31 de julio, fecha en 

la que culmina la etapa de atención en puntos fijos? 

• ¿Existe un plan de contingencia formal, previo y verificable que asegure la continuidad del 

servicio mientras se desarrollan las etapas de planeación, alistamiento y nueva contratación del 

programa Centros de Apoyo a la Inclusión? 

• ¿Qué mecanismos de contratación pública célere, excepcional o prioritaria (conforme a la Ley 80 

de 1993 y la Ley 1150 de 2007) ha evaluado o aplicado el ICBF para evitar vacíos de atención y 

garantizar la continuidad del servicio ante urgencias manifiestas? 

• ¿Cómo se justifica la falta de celeridad, eficiencia y priorización institucional en los procesos 

contractuales para esta población de especial protección constitucional? 

• ¿Qué análisis técnico, jurídico y psicosocial ha realizado la entidad sobre los riesgos de regresión 

e involución de los menores ante la suspensión temporal de su atención especializada? 

• ¿De qué manera se garantiza la articulación con las entidades territoriales de salud y educación 

para evitar la desprotección durante las transiciones contractuales, y qué acciones de control se 

ejercen sobre los operadores para asegurar una respuesta eficiente y diferencial? 

 

II. Requerimientos al Ministerio de Salud y Protección Social 

 

Respecto a la garantía del derecho fundamental a la salud, solicitamos al Ministerio precisar: 

 

• ¿Qué mecanismos se han adoptado para asegurar el acceso oportuno e integral a consultas, 

tratamientos, medicamentos y terapias, sin que exista fragmentación del servicio? 

• ¿Cómo se está garantizando la continuidad en los tratamientos frente a barreras administrativas, 

autorizaciones tardías o fallas en la red de prestadores? 

• ¿Qué medidas de regulación y control ejerce el Ministerio sobre las EPS e IPS para prevenir la 

negación o dilación en la prestación de servicios, y qué ruta integral de atención diferencial existe 

para quienes requieren terapias permanentes o apoyos multidisciplinarios? 

• ¿Cómo se garantiza el acceso efectivo a tecnologías en salud e insumos sin barreras económicas o 

territoriales? 

• ¿Qué sistema de evaluación se ha implementado para medir la calidad de esta atención, qué 

correctivos se aplican ante incumplimientos, y cómo se articula el Ministerio con sectores como 

educación y el ICBF para lograr un desarrollo verdaderamente integral? 

 

III. Requerimientos al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

 

Para garantizar la viabilidad material de los derechos de esta población, exigimos al Ministerio de 

Hacienda informar: 

 

• ¿Qué lineamientos se han adoptado para garantizar la priorización efectiva, progresiva y no 

regresiva del gasto social dirigido a menores con discapacidad? 



 

• ¿Cómo se asegura la oportunidad en los giros presupuestales hacia entidades ejecutoras (como el 

ICBF) para evitar retrasos que interrumpan programas esenciales? 

• ¿Qué mecanismos de control fiscal preventivo y de articulación se han implementado para evitar 

vacíos contractuales derivados de demoras en la disponibilidad presupuestal? 

• ¿Qué instrumentos (como vigencias futuras, reservas o programación del PAC) se están utilizando 

para proteger los programas sociales de limitaciones temporales de liquidez? 

• ¿Qué análisis de impacto ha realizado el Ministerio respecto a cómo los retrasos presupuestales 

vulneran derechos fundamentales, y qué medidas proyecta para fortalecer la eficiencia 

administrativa conforme a los estándares constitucionales? 

 

IV. Requerimientos al Ministerio de Educación Nacional 

 

En lo tocante al derecho fundamental a la educación inclusiva, requerimos que el Ministerio responda: 

 

• ¿Cuál es el diagnóstico técnico actualizado sobre las brechas reales de inclusión educativa 

(cobertura, permanencia y calidad) para menores con discapacidad en Colombia? 

• ¿Cómo se explica la persistencia de fallas estructurales entre la Nación y las entidades 

territoriales, desconociendo los reiterados mandatos de la Corte Constitucional emitidos en la 

última década que exigen una inclusión sin retrocesos? 

• ¿Qué mecanismos de financiación concretos se han implementado para asegurar personal de 

apoyo idóneo, infraestructura accesible y herramientas como el DUA y el PIAR? 

• ¿Cómo se justifica que, bajo el amparo de la Ley 1618 de 2013 y el Decreto 1421 de 2017, 

persistan prácticas institucionales de exclusión y falta de ajustes razonables en los planteles 

educativos? 

• ¿Qué políticas de formalización y estabilidad laboral se están aplicando para el talento humano 

especializado (docentes de apoyo, intérpretes, profesionales psicosociales), cuya precarización 

afecta la calidad educativa? 

• ¿Qué sistema de inspección, vigilancia y control verifica el cumplimiento material de la educación 

inclusiva (aplicando sanciones a quienes la incumplen) para ajustarse a los estándares de la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad? 
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. 

 

COMPROMISOS 

Actividad Responsable Fecha 

Actividad 

1. Realizar acompañamiento en fecha 

19 de mayo en la realización de la 

meza técnica señalada 
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Se dio por terminada esta actividad, habiéndose desarrollado los temas contenidos en esta acta y comprometiéndose las 

partes a cumplir con los compromisos adquiridos en la misma. 

 
 
 

FIRMAS DE LOS ASISTENTES 
 
 

 

 
NOMBRE: JADNIA CHALJUB 

CARGO: CONTRATISTA 

 
 
 
 

 

 
NOMBRE: MARIA CLAUDIA RANGEL 

CARGO: CONTRATISTA 

 

 

 
NOMBRE: LUIS E. BERMÚDEZ VIVANCO 

CARGO: CONTRATISTA 



 

Bogotá D.C. 14 de mayo 2026                              ChDhP- 058 
 
 
Señoras  
MADRES LIDERES A NIVEL NACIONAL  
PARTICIPANTES DEL PROGRAMA DE DISCAPACIDAD  
correo electrónico:  claudiasa1983@hotmail.com   
E.                           S.                               M.  
 
Referencia:           Análisis de la situación del Instituto Colombiano de Bienestar  
                             Familiar (I.C.B.F.). respecto de la contratación para menores con  
                             Discapacidad. 
 
ASUNTO:             Invitación Mesa Técnica.    
 

CHA DORINA HERNANDEZ PALOMINO, en mi condición de representante a 

la Cámara por el departamento de Bolívar y miembro de la Comisión, Sexta 

Constitucional Permanente, con el más absoluto respeto, me dirijo a usted con 

el objetivo de hacer la siguiente invitación. 

Teniendo en cuenta las reiteradas solicitudes y las múltiples inquietudes, 

presentadas por las madres de familia de niñas, niños y adolescentes con 

discapacidad, con respecto a los “Centros de apoyo a la inclusión” en la 

que se atiende la población con discapacidad y la ausencia en la 

contratación. Amén del compromiso adquirido, con las madres, en la 

primera Mesa técnica, del pasado 19 de noviembre de 2025, en el 

sentido de llevar a cabo una nueva Mesa, dentro del primer trimestre 

del año 2026.  

Con base en ese compromiso, me permito invitarlas a participar, en la misma la 

cual se llevará a cabo el día martes 19 de mayo del 2026, a las 2: 00 de la tarde, 

en el recinto de la Comisión Sexta Constitucional Permanente, ubicada en el 

Quinto Piso del Edificio Nuevo del Congreso. Su presencia es de vital 

importancia, para que planten las inquietudes y puedan obtener respuesta.  

 
Atentamente:  
  
 
 
 
 
DORINA HERNANDEZ PALOMINO 
Representante a la Cámara por Bolívar  
  

mailto:claudiasa1983@hotmail.com
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FECHA: 11 de mayo de 2026 HORA: 9:00 am  PROXIMA REUNION: 

LUGAR: virtual/entrega digital 

NOMBRE DE QUIEN DILIGENCIA: MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 

PROCESO: SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCION COSTITUCIONAL  

OBJETIVO: Dar cumplimiento al acompañamiento institucional brindado a la señora SULY GARZÓN GARZÓN, consistente en 
la elaboración y entrega de acción de tutela en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC, 
orientada a la protección inmediata de sus derechos fundamentales a la dignidad humana, integridad personal, salud mental, 
trabajo en condiciones dignas y seguras, vida libre de violencia y protección reforzada como víctima del conflicto armado. La 
acción constitucional fue estructurada con enfoque diferencial de género, protección reforzada y prevención de revictimización 
institucional, frente a presuntas situaciones de violencia psicológica laboral y afectación grave a la salud mental derivadas del 
entorno laboral denunciado 

ACTIVIDAD DEL PLAN DE ACCION #3: Asesoramiento integral en materia de derechos humanos a la comunidad y sujetos de 

especial protección del distrito de Cartagena.| 

ASISTENTES: 

NOMBRE CEDULA ENTIDAD CARGO 

JADNIA CHALJUB 1.047.477.668 PERSONERIA CONTRATISTA 

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA 1.047441.334 PERSONERIA CONTRATISTA 

LUIS E. BERMUDEZ VIVANCO  1.047.437.383 PERSONERIA CONTRATISTA 

    

    

ORDEN DEL DÍA 

1. Verificación del cumplimiento del acompañamiento institucional brindado.  

2. Entrega formal de la acción constitucional elaborada.  

3. Orientación sobre procedimiento de radicación y seguimiento judicial. 

DESARROLLO 

En cumplimiento de las funciones preventivas, de orientación y acompañamiento institucional de la Personería Distrital de 

Cartagena, el equipo jurídico adscrito al proceso de Sujetos de Especial Protección Constitucional procedió a la elaboración y 

entrega de acción de tutela promovida por la señora SULY GARZÓN en nombre propio, en contra del INSTITUTO NACIONAL 

PENITENCIARIO Y CARCELARIO – INPEC.  

El documento elaborado corresponde a una acción constitucional de tutela estructurada desde un enfoque constitucional reforzado, 

orientada a la protección inmediata de derechos fundamentales presuntamente vulnerados como consecuencia de un contexto de 

violencia psicológica laboral, violencia basada en género, afectación grave a la salud mental y riesgo de revictimización institucional.  

Dentro del documento entregado se desarrollan ampliamente: 

• los antecedentes de solicitudes reiteradas de traslado elevadas ante el INPEC;  
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 • la condición de víctima del conflicto armado de la accionante;  

• la queja presentada ante el Comité de Convivencia Laboral;  

• la denuncia penal instaurada ante la Fiscalía General de la Nación;  

• la historia clínica psiquiátrica;  

• la incapacidad médica por trastorno de estrés postraumático;  

• y las actuaciones adelantadas por organismos institucionales y de control.  

Así mismo, la acción de tutela contiene desarrollo constitucional, legal y jurisprudencial relacionado con: 

1. Protección reforzada de las mujeres frente a contextos de violencia.  

2. Derecho fundamental a la salud mental.  

3. Trabajo en condiciones dignas y seguras.  

4. Debida diligencia institucional.  

5. Prevención de revictimización.  

6. Procedencia excepcional de tutela frente a traslados cuando se encuentran comprometidos derechos fundamentales.  

 

Se deja constancia de que el documento fue elaborado bajo la perspectiva de que la solicitud de traslado no corresponde a una 

petición administrativa ordinaria ni a una pretensión de conveniencia personal, sino a una medida urgente de protección 

constitucional orientada a: 

• salvaguardar la integridad emocional y psicológica de la accionante;  

• prevenir la continuidad del daño psíquico;  

• evitar escenarios de revictimización;  

• y garantizar condiciones mínimas de seguridad y dignidad humana.  

Dentro de las pretensiones de la acción constitucional se solicita: 

1. El amparo de los derechos fundamentales de la accionante.  

2. La adopción inmediata de medidas de protección.  

3. El traslado provisional o definitivo a un establecimiento distinto al CPAMS Valledupar.  

4. La valoración de riesgo psicosocial y acompañamiento psicológico.  

5. La adopción de medidas orientadas a evitar revictimización institucional.  

Igualmente, se orientó a la usuaria respecto del procedimiento de radicación de la acción constitucional, indicándole: 

• radicar la acción de tutela ante los juzgados competentes (reparto);  

• solicitar y conservar número de radicado;  

• informar oportunamente cualquier actuación judicial;  

• y remitir copia del auto admisorio o decisión judicial a la Personería Distrital de Cartagena para el respectivo seguimiento 

institucional.  

Se deja constancia de que la presente actuación se desarrolla en el marco de las funciones preventivas, de orientación y 

acompañamiento institucional de la Personería Distrital de Cartagena, dirigidas a la protección efectiva de los derechos 

fundamentales de sujetos de especial protección constitucional. 
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COMPROMISOS 

Actividad Responsable Fecha 

Actividad  

1. Radicar acción de tutela ante autoridad judicial 

competente 

2.  Remitir constancia de radicación a la Personería 

Distrital 
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Se dio por terminada esta actividad, habiéndose desarrollado los temas contenidos en esta acta y comprometiéndose las partes a 

cumplir con los compromisos adquiridos en la misma. 

 

 

FIRMAS DE LOS ASISTENTES 

                                                                                                                                                              

            NOMBRE: JADNIA CHALJUB   

            CARGO: CONTRATISTA 

 

 

 

  

            NOMBRE: MARIA CLAUDIA RANGEL   

            CARGO: CONTRATISTA 

 

 

             

 

 

 

             

            CARGO: CONTRATISTA

 

 

NOMBRE: LUIS E. BERMÚDEZ VIVANCO  
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INFORME DE CONTROL TÉCNICO, ADMINISTRATIVO, FINANCIERO, CONTABLE, Y JURÍDICO SOBRE EL 
CUMPLIMIENTO DEL OBJETO DEL CONTRATO.

1. INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA, TÉCNICA Y JURÍDICA DEL CONTRATO No. CO1.PCCNTR.9166333
1.1 Lugar y fecha de suscripción: Cartagena de Indias, 27 de Enero del 2026

1.2 Tipo de Contrato: Prestación de servicios

1.3 Contratista:
Nombre: MARÍA CLAUDIA RANGEL RIVERA
CC/NIT: 1047441334

1.4 Contratante:
PERSONERIA DISTRITAL DE CARTAGENA
NIT: 806000084-2

1.5 Supervisor: Nombre: MARLON MARIANO YANEZ CAMARGO

1.6 Objeto:

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES TEMPORAL POR PARTE 
DEL CONTRATISTA COMO ABOGADA Y DE CONFORMIDAD A LA EXPERIENCIA E 
IDONEIDAD REQUERIDAS POR LA PERSONERÍA DISTRITAL DE CARTAGENA PARA 
ACTIVIDADES MISIONALES Y/O ADMINISTRATIVAS REQUERIDAS POR EL ÁREA DE 
PERSONERÍA DELEGADA PARA CONTROL URBANISTICO, EL PATRIMONIO PÚBLICO Y 
ASUNTOS POLICIVOS O LA DELEGADA, OFICINA O DEPENDENCIA A LA QUE SEA 
ASIGNADO PARA APOYO.

1.7 Plazo: 5 MESES

1.8 Plazo Otro Si:

1.9 Polizas:

1.10 Fecha de Inicio: 01 de Febrero del 2026

2. INFORMACIÓN FINANCIERA Y CONTABLE DEL CONTRATO No. CO1.PCCNTR.9166333
2.1 CDP No: 20261

2.2 CDP OTROS SI No:

2.3 CRP No: 2026183

2.4 CRP OTRO SI No:

2.5 Valor del contrato: $ 12500000

2.6 Valor del Otro SI: $

2.7 Valor parcial: $ 2500000

3. CONTROL DE CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO No. CO1.PCCNTR.9166333

El suscrito Supervisor, por medio del presente informe certifica que ha revisado a través del sistema SIAP y/o 
SECOP II el informe de actividades presentado por el contratista y los soportes de estas, para acreditar el 
cumplimiento del objeto contractual durante el periodo de ejecución comprendido entre Del 01 de Mayo al 31 de 
Mayo del 2026 y que dicho informe de actividades satisface el cumplimiento las obligaciones contraídas en el 
Contrato, por lo que se reciben a satisfacción. Así mismo se informa, que el Contratista anexó a través del sistema 
SIAP y/o SECOP II su factura o cuenta de cobro con la documentación exigida para el trámite de pago, la cual fue 
objeto de verificación por la Dirección Administrativa de la Personería de Cartagena, respecto a la información 
financiera, periodos de pago y de seguridad social del contratista.

Conforme con lo anterior, se expide el presente informe para el pago de los servicios prestados, el 
01 de Junio del 2026.

MARLON MARIANO YANEZ CAMARGO
8852003



Cartagena de Indias, 26 de Mayo del 2026

CERTIFICADO DE REVISION DE CUENTAS DE COBRO

Luego de la revisión en la cuenta de cobro para el(a) contratista MARÍA CLAUDIA RANGEL RIVERA, 
identificado(a) con cedula de ciudadania No. 1047441334, con el contrato de servicios No. 
CO1.PCCNTR.9166333 en su cuota No. 4 encontramos:

1. La documentación anexada se encuentra dentro de los lineamientos jurídicos y legales que se 
exigen para su pago.

2. El pago de su seguridad social fue verificado en la plataforma de liquidación.

3. El pago de la seguridad social está bajo las condiciones de ley; el IBC es igual o superior al 40% 
de la cuota del contrato.

4. Se evidencia y verifica el pago a los aportes parafiscales de salud, pension y ARL.

5. Se verifica que el periodo de pago de la seguridad social es el correcto y coincide con el periodo 
de las actividades.

6. Se verifica que la cuenta ya cumplió con su periodo de actividades.

CONCLUSION: LA CUENTA DE COBRO SE ENCUENTRA EN ESTADO VIABILIZADO PARA LA 
SUPERVISION DE ACTIVIDADES.

Revisó,

HERVER DE JESUS CARDENAS PAJARO
9294935



RAZÓN SOCIAL :

IDENTIFICACIÓN:

COD. DEPENDENCIA O SUCURSAL:

NOM. DEPENDENCIA O SUCURSAL:

FECHA GENERACIÓN REPORTE:

PERÍODO PENSIÓN:

PERÍODO SALUD:

NÚMERO PLANILLA:

REFERENCIA DE PAGO (PIN):

TIPO DE PLANILLA:

FECHA DE PAGO:

ENTIDAD DE PAGO:

MARIA CLAUDIA RANGEL RIVERA

CC-1047441334

0

2026-05-23

2026-05

I

37157096

2026-05

37157096

2026-05-25

BANCOLOMBIA

FECHA LÍMITE DE PAGO: 2026-06-09

TOTAL COTIZANTES: 1

CÓDIGO
ENTIDAD NIT NOMBRE NÚMERO

AFILIADOS
TOTAL

INTERESES
VALOR PAGAR
SIN INTERESES VALOR PAGAR FONDO

SOLIDARIDAD
 FONDO

SUBSISTENCIAIBC

EPS010 800088702 EPS SURA 1 $ 0 $ 218.900 $ 218.900$ 0 $ 0$ 1.750.905

230301 800224808 PORVENIR 1 $ 0 $ 280.200 $ 280.200$ 0 $ 0$ 1.750.905

14-11 890903790 ARL SURA 1 $ 0 $ 9.200 $ 9.200$ 0 $ 0$ 1.750.905

$ 508.300Total a pagar $ 508.300$ 0$ 0 $ 0

FECHA DE PAGO DEL SIGUIENTE MES: 08/07/2026


